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HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informaros sobre el proyecto de ley que “dispone la restitución o indemnización por bienes confiscados y adquiridos por el Estado a través de los decretos leyes Nos. 77, de 1973, y 1.697, de 1977; 12 y 133, de 1973, y 2.346, de 1978, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, con calificación de “simple urgencia" en todos sus trámites, después retirada.



El proyecto ingresó a esta Cámara el 15 de enero de 1991 y, posteriormente, fue retirado por el Ejecutivo y reingresado con fecha 13 de junio del presente año.



Este proyecto es muy similar al que ingresó a esta Corporación en el mes de enero, oportunidad en la cual se inició su estudio, consultando a las directivas de los partidos políticos y a las Facultades de Derecho de las universidades chilenas.  Fue retirado por el Ejecutivo para considerar en esta nueva proposición las principales ideas planteadas durante su primera discusión general, en las audiencias públicas realizadas con tal objeto.



En el curso de su estudio, se contó con la colaboración y el parecer de las siguientes personas:



- Don Luis Alvarado Constela, Ministro de Bienes Nacionales.



- Doña Pía Figueroa, Subsecretaria de Bienes Nacionales.





Doña Dushanka Ropert, Jefa de Gabinete del Ministerio de Bienes Nacionales.



-  Don Eduardo Silva, Abogado-Jefe del Ministerio de Bienes Nacionales.



- Doña Paulina Veloso, Jefa de Gabinete del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



- Doña Pilar Bravo, Abogada del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.





- Don Luis Corvalán Lepe, dirigente del Partido Comunista de Chile.

- Doña Graciela Alvarez y don Guillermo Sherping, abogados y miembros del Comité Central del Partido Comunista de Chile.

- Don Andrés Allamand, Presidente del Partido Renovación Nacional.

- Don Erick Schnake, Presidente del Partido por la Democracia.

- Don Jorge Arrate, Presidente del Partido Socialista de Chile.



- Abogado don Gustavo Horvitz, Jefe de la brigada de abogados del Partido Socialista de Chile.



- Senador don Andrés Zaldívar, Presidente del Partido Demócrata Cristiano.



- Senador don Carlos González Márquez, Presidente del Partido Radical de Chile, que asistió acompañado del abogado señor Guillermo Vásquez.

- Abogado señor Julio Sepúlveda Rondanelli, Dirigente Nacional del Partido Radical de Chile.

- Diputado señor Roberto Muñoz Barra, Presidente del Partido Socialdemocracia Chilena.

- Don Alberto Rabí Sabal, Vicepresidente Nacional del Partido de Alianza de Centro, y don Sergio Valencia, Subsecretario del mismo.

- Señores Manuel Jiménez, Raúl Aravena, Eugenio León y Hugo Illanes, dirigentes de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT).

- Don Rigoberto Turra Paredes, Presidente de la Confederación de Sindicatos Nehuén y de la Comisión Nacional Campesina (C.N.C.); don Juan Ahumada, Secretario de la C.N.C.; abogado don Héctor Torres Rivera, asesor jurídico de la C.N.C.; don Santiago Carvajal Alvarado, de la Federación Sargento Candelaria; don Humberto Vergara Muñoz, de la Confederación Unión Obrero Campesina; don Luis Avendaño Atenas, de la Confederación Campesina El Surco, y don Pedro Minay Pizarro, de la Confederación Nacional Campesina.



- Don Miguel Soto Roa, Presidente de la Confederación Metalúrgica de Chile (CONSTRAMET).



- Doña Patricia Coñomán, Presidenta de la Confederación Nacional Textil y del Vestuario (CONSTEXTIL).



- Don Luis Humberto Aravena Huerta, Vicepresidente, y don Raúl López Leiva, Secretario, en representación del Presidente de la Asociación Gremial de Camioneros de la provincia de Talagante, don José Domingo Peralta Rojas.



- Don Adrián Fuentes Hermosilla, Presidente de la Confederación Nacional de Trabajadores de la Construcción.



- Don Eduardo Rioseco Maureira, como abogado del señor Italo Vacarezza, propietario del confiscado café Vienés de Valparaíso.



- Don Manuel Contreras, Presidente del Sindicato de Artistas de Valparaíso.



Se recibieron, además, informes del señor Director del Servicio Electoral, don Juan Ignacio García; del catedrático don Lautaro Ríos Alvarez; del profesor y constitucionalista, abogado don Alejandro Silva Bascuñán; del abogado y Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, don Mario Mosquera Ruiz; del profesor y Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Valparaíso, don Italo Paolinelli Monti; de la señorita Susana Bontá Medina; del profesor de Derecho Administrativo de la misma Escuela, don Mario González Méndez; del Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Católica de Valparaíso, don Alex Avsolomovich; del Director de la Escuela de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, don Pedro Pierry Arrau, y de sus profesores señores José Antonio Galván Bernabeau y Nelson Reyes Soto.



Asimismo, se recibió, en sucesivas audiencias públicas, celebradas en conformidad a lo dispuesto en el artículo 212 del Reglamento de la Corporación, a dirigentes de partidos políticos y de organizaciones sindicales nacionales, como también a representantes de personas jurídicas y a personas naturales.





I.-	ANTECEDENTES GENERALES.





El proyecto de ley tiene por finalidad establecer normas en beneficio de partidos políticos y de personas jurídicas y naturales que fueron afectadas en su patrimonio por actos del anterior Gobierno, en virtud de los decretos leyes 77, de 1973, y 1.697, de 1977.  También se ocupa en las organizaciones sindicales a las cuales se les confiscaron sus bienes, fundamentalmente por aplicación de los decretos leyes Nos. 12, de 1973, del Ministerio de Justicia; 133, de 1973, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social; y 2.346, de 1978, del Ministerio del Interior.



Su texto está dividido en dos Títulos, el primero, referente a personas naturales y jurídicas a las cuales se les hubieran aplicado los decretos leyes Nos. 77 y 1.697, ya citados; y el Título II, que regula las materias atinentes a las organizaciones sindicales.



El mensaje, en su primer título, hace una breve referencia al objeto de las disposiciones legales en virtud de las cuales se disolvió a los partidos políticos, afectando los bienes de diversas organizaciones políticas y sociales -luego de colocarlos fuera de la ley declarándolos “ilícitos y disueltos”-, mediante la cancelación de su personalidad jurídica y, como consecuencia de ello, se dispuso expresamente que sus bienes pasarían a dominio del Estado y que la Junta de Gobierno los destinaría a los fines que estimase conveniente.



Se expresa en el mensaje: "Por su parte, el decreto ley No 1.697, de 1977, que se fundamentó, entre otras disposiciones, en las Actas Constitucionales Nos. 2 y 3, dispuso en su artículo 1° que “sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley N° 77, de 1973, declárense disueltos todos los partidos políticos y entidades, agrupaciones, facciones o movimientos de carácter político no comprendidos en dicho cuerpo legal."



Así, con el propósito de hacer un ACTO DE PLENA JUSTICIA, declara el Ejecutivo que “atendido lo anterior “y consciente el Gobierno que presido que resulta fundamental reparar, “sea a través de la restitución de sus bienes o, en el caso de que “ello no resultara posible, por alguna circunstancia material o legal, "indemnizar a aquellas personas naturales o jurídicas a las cuales se "les hubiera privado del dominio de cualquier clase de bienes por "aplicación de los decretos leyes antes mencionados", envía "a la consideración de esa H. Cámara un proyecto de ley que procura resolver, "adecuada y equitativamente esta situación.”



La finalidad de la proposición del Ejecutivo está puntualizada en su mensaje al decir que "mediante el Título I de este texto, se pretende dar íntegra aplicación a lo dispuesto en la Constitución Política del Estado, en orden a reconocer "la plenitud del ejercicio de los derechos ciudadanos, dentro de un marco de respeto a los principios básicos del régimen democrático y constitucional, entre los cuales cabe destacar el derecho de asociarse sin permiso previo y el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales.  De modo tal que este objetivo debe necesariamente verse materializado en normas legales que reconozcan y, desde luego, otorguen plena vigencia a estos derechos."



De este modo y para facilitar el cumplimiento de estos objetivos, el Gobierno expresó: “el Título I del proyecto contempla un procedimiento fundamentalmente de carácter administrativo para los efectos de que las personas naturales o jurídicas a las cuales se les hubiera privado del dominio de sus bienes puedan solicitar su restitución o indemnización, en su caso, cuando ello fuere procedente, incorporando desde luego normas de publicidad para garantizar los derechos de terceros que eventualmente estimaren sentirse afectados, y derivando a la justicia ordinaria la decisión de la controversia que se suscitara entre partes.  En el caso de los partidos políticos, se contempla un procedimiento sumario especial, en el que el Director del Servicio Electoral determina si puede considerarse sucesor del anterior partido político disuelto al requirente para el solo efecto de impetrar la restitución o la indemnización referidas.”





II.-	MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES 0 FUNDAMENTALES DEL PROYECTO CONTENIDAS EN EL MENSAJE.



De acuerdo a lo dispuesto en el Nº 1 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política del Estado y de los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz de este proyecto versa sobre la restitución de bienes confiscados por aplicación de los decretos leyes Nºs. 77, de 1973, y 1.697, de 1977; 12 y 133, de 1973, y 2.346 de 1978.



a.-	Las personas naturales o Jurídicas a las cuales se les hubiesen confiscado bienes, según las disposiciones ya referidas, tendrán derecho a solicitar su devolución o el pago de una indemnización, según corresponda, de acuerdo con la normativa en estudio.



b.-	El mensaje establece un sistema y un procedimiento para cumplir los objetivos de su fundamentación.



c.-	También modifica sustancialmente la actual ley de partidos políticos (L.O.C. Nº 18.603, artículo 3° transitorio), en lo referido a la sucesión legal de los antiguos partidos políticos, a fin de hacer factible la devolución o indemnización, según proceda.



d.-	Con el objeto de resguardar los eventuales derechos de terceros, se dispone la publicación de estas solicitudes de restitución por dos veces en el Diario Oficial, en extracto.



e.- Se establecen plazos tanto para presentar las solicitudes como para su reclamación u oposición, entregando el conocimiento de las materias, en un procedimiento sumario especial, en el caso de los partidos políticos, ante el Director del Servicio Electoral, para determinar su calidad de sucesor y ante el Ministerio de Bienes Nacionales, en el caso de las organizaciones sindicales reclamantes, debiendo requerirse un pronunciamiento de la Dirección del Trabajo por el Ministerio señalado para los efectos de aceptar tal sucesión.



f.-	En el caso de oposición, la situación la definen los tribunales ordinarios.

g.-	Se establece para el evento de ser acogida la solicitud, la alternativa, que resolverá el Estado según las condiciones actuales de utilidad del inmueble para las necesidades del mismo, su restitución o su indemnización.



h.-	Se fija un sistema para evaluar, mediante la aplicación de las normas del DL. 2.186, de 1978, -Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones- (artículos 14 y 39), por una Comisión, que precisa el mensaje.



¡.- Se autoriza al Consejo de Defensa del Estado para acordar transacciones en los procesos en actual tramitación y que digan relación con la aplicación de estas mismas disposiciones legales.



j.-	Para responder a este gasto se señala el ítem de la partida presupuestaria del Tesoro Público que dispondrá anualmente de los fondos necesarios para el pago de las indemnizaciones.



Finalmente, las ideas matrices en que incide el mensaje corresponden a la iniciativa legal del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución Política de la República y que fueron desarrolladas en 23 artículos permanentes y dos transitorios.







III. 	DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO CONSIDERA, MODIFICA 0 PROPONE MODIFICAR.





1.	Decreto ley No 77, de 1973.  Declara ilícitos y disueltos los partidos políticos que señala.



El decreto ley N° 77, de 1973, que se dictó basado en las facultades que confería el decreto ley N° 1 a la Junta de Gobierno, declaró ilícitos y disueltos los partidos, entidades, agrupaciones, facciones o movimientos que sustentaran la doctrina marxista o que, por sus fines o por la conducta de sus adherentes, fueran "sustancialmente coincidentes con los principios y objetivos de dicha doctrinas.”



Al declarar disueltos dichos partidos y entidades, canceló su personalidad jurídica y, como consecuencia de ello, dispuso expresamente en su artículo l° que sus bienes pasarían al dominio del Estado y que la Junta de Gobierno los destinaría a los fines que estimare convenientes.



2.	Decreto ley N° 1.697, de 1977 (modificado por el decreto ley N° 3.177, de 1980).



Por su parte, el decreto ley N° 1.697, de 1977, que se fundamentó, entre otras disposiciones, en las Actas Constitucionales Nos. 2 y 3, dispuso en su artículo l° que "sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley No 77, de 1973, decláranse disueltos todos los partidos políticos y entidades, agrupaciones, facciones o movimientos de carácter político no comprendidos en dicho cuerpo legal.".



Por esta misma disposición, se canceló la personalidad jurídica de estas organizaciones, prohibiéndose toda actividad de carácter público o privado, de índole político-partidista, y se incluyeron otras normas prohibitivas de análoga naturaleza.  En cuanto a los bienes de propiedad de estas entidades, el artículo 2° del mismo texto legal determinó que seguirían el destino que hubieran establecido los estatutos para el caso de su disolución. Si no se hubiera previsto esta situación, los bienes pasarían a propiedad del Fisco en los términos establecidos en el artículo 561 del Código Civil, debiendo el Presidente de la República señalar su empleo en los fines de bien público y social que determinara.

3.	Decreto ley N° 12, de 1973.  Cancela la personalidad jurídica de la Central Unica de Trabajadores de Chile y prohibe su existencia, organización o funcionamiento.



Este decreto ley, en su artículo 1°, dispuso la cancelación de la personalidad jurídica de la ex CUT, "por haberse transformado en un organismo de carácter político, bajo la influencia de tendencias foráneas y ajenas al sentir nacional, prohibiéndose en consecuencia su existencia y toda organización y acción, propaganda de palabra, por escrito o por cualquier otro medio, que revelen, directa o indirectamente, su funcionamiento".



Su artículo 2° señala las penas de presidio, relegación o extrañamiento mayores, en cualquiera de sus grados, para la infracción del artículo precedente.



4.  Decreto ley N° 133, de 1973. Declara disuelta la CUT, nombra liquidador de sus bienes y caduca el derecho que tenía esa organización para exigir a su favor los descuentos que indica.



5.	Decreto ley N° 2.346, de 1978.  Declara ilícitas, cancela la personalidad jurídica y traspasa al Estado sus bienes, de las siguientes entidades:



a) Confederación Nacional Campesina 	e Indígena Ranquil.





b) Confederación Nacional Unidad Obrero  Campesina, U.O.C.





c) Federación Nacional de Sindicatos Metalúrgicos, FENSIMET.



d) Sindicato Profesional de Obreros 	de la Construcción de Santiago.



e) Federación Nacional Textil y del 	Vestuario, FENATEX.



f) Federación   Industrial de la Edificación, Madera y Construcción, F.I.E.M.C.



g) Federación Industrial Nacional 	Minera, F.N.I.M.





El artículo 2° las declara disueltas; el 3° declara igualmente disueltas las organizaciones afiliadas a las anteriores y cancela su personalidad jurídica, y el artículo 4° dispone que "los bienes de las organizaciones expresadas pasan a dominio del Estado", el que, por decreto supremo del Ministerio del Interior, declarará qué bienes se encuentran en la situación prevista y señalará el destino que hayan de tener.



6. Ley No 18.460, modificada por la ley No 18.963. Establece la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones (Título II, artículo 9°, letra e)).



7.	Ley N° 18.603, modificada por la ley No 18.963. Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos, que en su artículo 3° expresa: "En ninguna circunstancia los partidos políticos serán sucesores de partidos, entidades, agrupaciones, facciones o movimientos de carácter político que hayan existido con anterioridad a la vigencia de esta ley, ni tendrán con ellos continuidad jurídica patrimonial o de cualquier otra índole.



Sin perjuicio de lo anterior, y no obstante lo previsto en el artículo 10, si dos o más partidos en formación aspiraran a llevar el nombre de algún partido que haya tenido representación parlamentaria en el período iniciado el 21 de mayo de 1973, tendrá preferencia para llevarlo el partido en formación que, dentro de los sesenta días siguientes a la publicación del extracto de la escritura a que se refiere el artículo 5°, acredite tener afiliado a un mayor número de los parlamentarios que, en aquella fecha, tenía la colectividad que llevaba el nombre disputado.



Si la disputa se produjera entre dos o más partidos en formación respecto del nombre de alguna corriente de opinión que hubiera actuado con posterioridad al 21 de mayo de 1973, tendrá preferencia para llevarlo aquel partido en formación que, dentro de los sesenta días siguientes a la publicación aludida en el artículo 5° del extracto de la escritura del primer solicitante, acredite tener mejores derechos sobre el mismo ante el Director del Servicio Electoral.  La prueba que rindan las partes será apreciada en conciencia.  Esta resolución será apelable para ante el Tribunal Calificador de Elecciones".



8.	Decreto ley N" 2.186, de 1978, modificado por D.L. 2.186, de 1978, y ley N° 18.932. Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones, cuyos artículos 14 y 39, dicen así:



Artículo 14.- En su solicitud el reclamante indicará el monto en que estima la indemnización que deberá pagarse por la expropiación y designará un perito para que la avalúe.



La contraparte dispondrá del plazo fatal de quince días, contado desde la notificación de la reclamación, para exponer lo que estime conveniente a sus derechos y para designar a su vez un perito.



En las referidas presentaciones, las partes acompañarán los antecedentes en que se fundan; y si quisieran rendir prueba testimonial indicarán en ellas el nombre y apellidos, domicilio y profesión u oficio de los testigos de que piensen valerse.  El tribunal abrirá un término probatorio, que será de ocho días, para la recepción de la prueba.  Los testigos serán interrogados por el juez acerca de los hechos mencionados en las aludidas presentaciones y de los que indiquen los litigantes, si los estimare pertinentes.



Los peritos podrán emitir informe conjunta o separadamente, pero dentro del plazo que el juez señale al efecto. Son aplicables en estos casos los artículos 417, 418, 419, 420, 423, 424 y 425 del Código de Procedimiento Civil.



Vencido ese plazo, háyase o no emitido informe pericial, y expirado el término probatorio, en su caso, el juez dictará sentencia sin más trámite, en el plazo de diez días, contado desde el último término vencido, sin perjuicio de las medidas para mejor resolver que estime necesario dictar, las que deberán evacuarse dentro del plazo que señale el tribunal, el que no podrá exceder del término de veinte días.



En caso de que la sentencia fije la indemnización definitiva en un monto superior a la provisional, se imputará a aquélla el monto de ésta debidamente reajustado según sea la fecha que haya considerado la sentencia para la determinación de la indemnización definitiva.  Si la sentencia fijare la indemnización definitiva en una suma inferior a la provisional, el expropiado deberá restituir el exceso que hubiere percibido debidamente reajustado en la forma que determine la sentencia.



El recurso de apelación que se  deduzca se regirá por las normas relativas a los incidentes.



Artículo 39.- Será juez competente para conocer de todos los asuntos a que se refiere esta ley, con excepción de las cuotas criminales, el juez letrado de mayor cuantía en lo civil dentro de cuya jurisdicción se encontrare el bien expropiado. Si dicho bien estuviera situado en el territorio jurisdiccional de más de un juez, será competente cualquiera de ellos. En caso que la expropiación recayere sobre bienes incorporales, será competente el juez correspondiente al del domicilio de su dueño y, si éste estuviera domiciliado en el extranjero, lo será el juez de letras de mayor cuantía en lo civil de Santiago.



Sin embargo, si el expropiante fuere el Fisco, será competente el juez de letras de mayor cuantía de asiento de la Corte de Apelaciones que corresponda.



En los departamentos en que hubiere más de un juez letrado de mayor cuantía en lo civil, será competente el de turno, aun en los lugares de asiento de Corte.  La prórroga de la competencia es procedente en los asuntos a que se refiere esta ley.



La primera gestión judicial de la entidad expropiante o del expropiado y, en su caso, el pago de la indemnización provisional o de la parte de ella que corresponda enterar de contado, radicará en el juez a quien competa el conocimiento de todos los asuntos a que dé lugar la expropiación del bien a que se refiera.



Las referencias al juez competente contenidas en las disposiciones de la presente Ley, siempre se entenderán hechas al juez que, de conformidad a las reglas de este artículo, corresponda conocer del asunto.



9. Decreto ley N° 2.573, de 1979, modificado por la ley No 18.232, de 23 de julio de 1983.  Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado.



10. Constitución Política del Estado (artículo 19, Nos. 2, 3, 16, 19, 23, 24 y 26; 20; 38; 60, Nos. 1 y 10; 61; 62, N° 3; 63; 66; 74, inciso segundo, y 84).



11. Ley No 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (artículos 14, 16, 23, 24 y 30).





IV.-	ARTICULOS DEL PROYECTO QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.



	En conformidad con los Nos. 1, 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, en relación con los artículos 66 y 70 de la Constitución Política del Estado, y con los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional	del Congreso  Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del mensaje es establecer, como está dicho, “normas en beneficio de "partidos políticos, personas naturales y jurídicas, en su caso, que "fueron afectados en su patrimonio por los decretos leyes Nos. 77, de 1973, y 1.697, de 1977, como también de las organizaciones sindicales a las cuales se les confiscaron sus bienes...”, ”'fundamentalmente por aplicación de los decretos leyes Nos. 12, de 1973, "del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y 2.346, de 1978, del Ministerio del Interior”.



Así, deben ser conocidos por la COMISION DE HACIENDA los siguientes artículos:

Artículo l°, sobre la devolución o indemnización a personas naturales o jurídicas;

Artículo 7°, sobre condiciones del pago.

Artículo 8°, sobre indemnización equivalente.

Artículo 9°, sobre determinación de valores.

Artículo l0, sobre	plazo de reclamación.

Artículo l1, sobre	transacción judicial.

Artículo 12, sobre las organizaciones sindicales.

Artículo 2° transitorio, sobre ítem imputable.





V.	ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARACTER ORGANICO CONSTITUCIONAL 0 DE QUORUM CALIFICADO.



La Comisión determinó que tales artículos son los Nos. 3º, 4°, 5°, 18 y 1° transitorio del proyecto, conforme a lo dispuesto en el artículo 74, inciso final, de la Constitución Política del Estado, en relación con el artículo 63, inciso segundo, del mismo cuerpo legal.







VI.- CONSULTA.



Por otra parte, con fecha 13 de junio de 1991, por oficio N° 351, el señor Presidente de la Honorable Cámara de Diputados envió copia del proyecto en estudio al señor Presidente de la Excma.  Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política del Estado, en relación con el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para conocer su opinión sobre el particular, conforme al referido precepto relativo a la Justicia Electoral, sin que hasta el momento a esta Comisión llegara el resultado de tal consulta.





VI.-	DISCUSION Y VOTACION DEL PROYECTO EN LA COMISION.





A. Discusión General.



En la Comisión hubo un largo y fructífero debate sobre las ideas centrales del proyecto, que tiene su origen en un mensaje del Ejecutivo, al cual se le hicieron llegar las observaciones recogidas en los diversos sectores en las audiencias públicas y en los informes de académicos y especialistas, que permitieron reconsiderar la primitiva propuesta, que reingresó enriquecida al Congreso, distinguiendo claramente, en dos títulos, lo que dice relación con las personas naturales y jurídicas, de una parte, y, de otra, las materias atinentes a las organizaciones sindicales.



Así, se concluyó en la absoluta conveniencia y necesidad de hacer justicia sobre la materia, APROBANDOSE EL PROYECTO EN GENERAL, POR LA UNANIMIDAD DE LOS SEÑORES DIPUTADOS PRESENTES.



B. Discusión particular.



Durante la discusión de los artículos en particular, vuestra Comisión adoptó los siguientes acuerdos:





1. INDICACIONES  DECLARADAS INADMISIBLES.



a)	Indicaciones tendientes a modificar artículos.

N° 22, del señor Faulbaum, para reemplazar, en el artículo 7°, el párrafo que va desde el último punto seguido, por el siguiente:



"Sólo se considerarán como rebaja al valor del bien los deterioros propios del paso del tiempo.  Los titulares de esta ley tendrán derecho a solicitar indemnización por los deterioros o menoscabos que excedieron de los señalados precedentemente". (22).



N° 24, del señor Martínez, don Juan, para agregar un inciso, nuevo, que sea final del artículo 7°:



"Cuando la restitución del bien se haga en especie, en el mismo decreto que lo ordene se establecerá el pago de una indemnización equivalente al cuatro por ciento anual sobre el valor del bien, por el tiempo que hubiere transcurrido entre el día de la confiscación y la fecha del decreto que ordene la restitución. El decreto fijará el valor del bien para estos efectos y esa evaluación no será susceptible de reclamo u oposición alguna.  La indemnización así fijada se expresará en unidades de fomento y se pagará en tres cuotas, en la forma determinada en el artículo 10." (24).



N° 37, del señor Martínez, don Juan, para introducir, después del inciso primero, los siguientes incisos, nuevos, en el artículo 10 del proyecto:



“Si no se dedujere oposición a los valores fijados, se entenderá que el valor fijado para el bien será el más alto entre los dos que ha debido fijar la comisión.  Si ha habido reclamación, se estará al valor fijado en ese procedimiento.



Fijado a firme el valor del bien reclamado, deberá agregarse el equivalente al cuatro por ciento anual, calculado desde la fecha de la confiscación hasta la fecha del decreto a que se refiere el inciso siguiente, y la suma  de ambas partidas será el monto de la indemnización que deberá pagarse”.(37).



N° 38, del señor Martínez, don Juan, para agregar al artículo l0 un inciso segundo, que pasa a ser inciso final, que diga lo siguiente:



“Las cuotas a plazo devengarán el interés de siete por ciento anual.  Si la indemnización fijada fuere inferior a un mil unidades de fomento, deberá pagarse al contado en una sola cuota". (38).



b) Indicaciones tendientes a agregar artículos.



N° 76, del señor Faulbaum, para agregar el siguiente artículo:



"Restitúyese la personalidad jurídica revocada o cancelada a las asociaciones sociales, culturales, deportivas, sociedades y otras, a quienes se hubiera aplicado dicha medida invocándose su relación con alguna de las instituciones a que se refiere esta ley.



Para tales efectos, deberán constituirse los organismos correspondientes como asambleas, juntas u otros similares, con a lo menos un 5% de los miembros activos u honorarios de la respectiva institución, al 10 de septiembre de 1973, levantándose un acta por escritura privada que deberá ser autorizada por notario público.



Si lo anterior no fuere posible, los miembros actualmente interesados podrán reconstituir la asociación, mediante una escritura pública y una información de perpetua memoria que acredite que son los continuadores de dicha institución, con un número no inferior a tres.



El Presidente de la República, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, dictará un decreto por el cual establezca el procedimiento de aplicación del presente artículo". (76).



N° 77, del señor Martínez, don Juan, para introducir un artículo nuevo, después del artículo 1°:



“Las sociedades, asociaciones y personas jurídicas, que no sean partidos políticos ni organizaciones sindicales, que se hubieran disuelto por aplicación de lo dispuesto en el decreto ley N° 77, de 1973, se entenderán vigentes por el solo ministerio de la ley a partir de la fecha de publicación de la presente”. (77).



N° 78, del señor Martínez, don Juan, para introducir un artículo nuevo, después del último artículo del Título I:



“Respecto de los bienes comprendidos en las confiscaciones efectuadas al amparo de los decretos leyes a que se refiere el artículo l°, y respecto de los derechos y acciones que pudieron haber tenido las personas a quienes se les aplicaron las disposiciones de esos decretos leyes, sean personas naturales o jurídicas, se entenderá suspendida por el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y la fecha de entrada en vigencia de la presente ley toda prescripción adquisitiva o extintiva, pudiendo, en consecuencia, intentar las acciones reales y personales a que pudieren tener derecho”. (78).



N° 90, de los señores Carrasco, Rojos, Ojeda y Martínez, don Gutenberg, para introducir un artículo nuevo:



“Por requerirlo así el interés público, restitúyese a los Colegios Profesionales cuyos integrantes requieren de títulos o grados académicos universitarios, la personalidad jurídica de derecho público y las prerrogativas que poseían antes de la dictación del D.L. N° 2.757, de 29 de junio de 1979, y, especialmente, sus facultades disciplinarias y de control del comportamiento ético de las respectivas profesiones.



Las condiciones de ingreso a estos Colegios, así como el libre ejercicio de las profesiones liberales, se sujetarán a sus respectivas leyes orgánicas vigentes a la fecha señalada, en cuanto sus disposiciones no contraríen lo preceptuado en el artículo 19, números 15º y 16º de la Constitución Política del Estado.



El legislador velará por la restitución a los Colegios Profesionales de las demás prerrogativas que aseguran el cumplimiento de su función social y que requieran de trámites o de quórum especiales para modificar las leyes respectivas.



Los Colegios Profesionales colaborarán, en la forma que determine la ley, con las autoridades de sus respectivas áreas en el ejercicio de las funciones públicas para cuyo desempeño se exija el correspondiente título profesional.



El legislador velará por la restitución a los Colegios Profesionales de las demás prerrogativas que aseguren el cumplimiento de su función social y que requieran de trámites  o   de    quórum   especiales    para    modificar    las    leyes respectivas.(90).



N° 110, de los señores Carrasco y Martínez, don Juan:

“Las   sociedades, asociaciones y  personas jurídicas que no sean partidos políticos ni organizaciones sindicales, que se hubiesen disuelto por aplicación de lo dispuesto en los decretos leyes Nº 77 y 1.697, se entenderán vigentes por el solo ministerio de la ley, a partir de la fecha de publicación de la presente".(110).





2. INDICACIONES RECHAZADAS.





NOTA:	El articulado de esta ley SE APROBO POR MAYORIA DE VOTOS DE LOS DIPUTADOS PRESENTES EN LA DISCUSION DEL PROYECTO.



Del mismo modo, fueron rechazadas las indicaciones que a continuación se indican, con la sola excepción de la indicación N° 55, que tuvo cuatro votos en contra y dos abstenciones, y de la indicación N° 61, que fue rechazada por unanimidad.







N° 1, del señor Alvarez-Salamanca, para sustituir el artículo 12 por el siguiente:



"Artículo lº.- Los partidos políticos a los cuales se les hubieran confiscado bienes de su dominio por aplicación del decreto ley Nº 77, de 1973, o eran propietarios de los que ingresaron a patrimonio fiscal de acuerdo al decreto ley N° 1.697, de 1977, y siempre que esos bienes estén comprendidos en el artículo 1° transitorio, tendrán derecho a solicitar su devolución o el pago de una indemnización, de acuerdo con las disposiciones de este Título.”(1).



N° 6, del señor Martínez, don Juan, para reemplazar, en el artículo 2°, el inciso final por el siguiente:



“Las solicitudes deberán ser publicadas por los interesados en extracto en el Diario Oficial por dos veces, mediando entre ellas quince días, a lo menos.  La primera de las publicaciones deberá hacerse en la edición de los días 1 ó 15 del mes correspondiente o en los días hábiles inmediatamente siguientes". (6).



N° 7, del señor Alvarez-Salamnca, para eliminar, en el inciso primero del artículo 3º, las palabras "Respecto de", de su encabezamiento, y sustituir el término “los” que las sigue por "Los". (7).



N° 12, del señor Muñoz Barra, para agregar, en el artículo 4°, después de las expresiones "el número de parlamentarios elegidos por el partido disuelto en el proceso eleccionario de 1973”, lo siguiente: “y los senadores que hayan continuado en sus cargos después de estas elecciones”. (12).



N° 19, del señor Martínez, don Juan, para introducir los siguientes incisos, nuevos, al artículo 6°:





"Será tribunal competente para conocer del asunto una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, designada por sorteo.  El conocimiento de la causa se tramitará conforme a las reglas del juicio sumario y, citadas las partes para oír sentencia, se traerán los autos en relación y se oirán alegatos.  La causa tendrá preferencia en la vista y fallo”.



“Si dentro del plazo de sesenta días no se hubiere interpuesto demanda por quien ha deducido la oposición, se entenderá que éste renuncia a su reclamo y se seguirá el procedimiento administrativo como si no se hubiere deducido oposición.  El hecho se acreditará mediante certificado emanado del tribunal a quien le habría correspondido conocer de la causa”.(19).

N° 25, del señor Horvath, para agregar el siguiente inciso segundo al artículo 7º:

"En el caso en que se hayan realizado mejoras significativas y en que los bienes estén sirviendo a organizaciones de la comunidad sin fines de lucro, éstas deberán ser consultadas por el Fisco para los fines que contempla el artículo 8° de la presente ley y por posibles indemnizaciones que pudiesen corresponderles." (25).



N° 26, del señor Alvarez-Salamanca, para sustituir, en el artículo 8°, la expresión “Si” de su encabezamiento por “En caso de que un partido político haya solicitado la indemnización o si, habiendo solicitado la restitución de”. (26).

N° 28, del señor Horvath, para agregar el siguiente inciso tercero al artículo 8º:



"El Fisco, a través del organismo correspondiente, deberá consultar previamente a las organizaciones comunitarias o instituciones sin fines de lucro que puedan ser afectadas por esta ley, a fin de fundamentar el mantener o no el patrimonio correspondiente." (28).



N° 39, del señor Martínez, don Juan, para introducir, en el artículo 11 entre los vocablos "al" y “Consejo”, la palabra "Presidente”. (39).



N° 4, del señor Martínez, don Juan, para eliminar, en el inciso primero del artículo 11, las palabras “con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros en ejercicio". (40).



N° 41, del señor Martínez, don Juan, para agregar, en el inciso segundo del artículo 11, la expresión “Presidente", entre los vocablos “el” y "Consejo". (41).



N° 55, del señor Martínez, don Juan, para sustituir en el artículo l° transitorio, los vocablos "seis meses" por las palabras "noventa días" y para agregar al inciso primero, al final, sustituyendo el punto (.) por una coma (,), lo siguiente: "siempre que el trámite de reconocimiento se hubiera iniciado antes del 30 de junio de 1991”. (55).



N° 61, del señor Rojos, para agregar, en el vocablo hábiles después los términos "treinta" "días", contenidos en el único inciso. (61).



N° 69, del señor Ulloa, para suprimir, en el artículo l° transitorio, la frase "y se resolverá en única instancia", poniéndose un punto final (.) después de la palabra “sumario". (69).



N° 107, de los señores Gutenberg Martínez, Juan Martínez, Carrasco, Alvarez-Salamanca y Ulloa, para suprimir el artículo lo transitorio. (107).



N° 108, de los señores Alvarez-Salamanca y Ulloa, para eliminar el artículo 2° transitorio.



N° 109, de los señores Alvarez-Salamanca y Ulloa, para agregar un artículo 3° transitorio nuevo:



"Debe considerarse el listado de bienes confiscados a los partidos políticos y a las organizaciones sindicales".





3.	Indicaciones aprobadas por unanimidad.



Sólo se aprobaron por unanimidad los textos sustitutivos de los artículos 3º y 9º, que refundieron todas las indicaciones formuladas a su respecto, y el epígrafe:





"Título II.



“De la indemnización o restitución a las organizaciones sindicales”.



4.	ARTICULADO DISCUTIDO Y APROBADO EN PARTICULAR, PARA LOS EFECTOS DEL ARTICULO 296 DEL REGLAMENTO.





El proyecto contenía 23 artículos permanentes y dos transitorios.



El propio Ejecutivo presentó indicaciones para suprimir el inciso tercero del artículo 19 y los artículos 20, 21 y 22. En consecuencia, el articulado se redujo a 20 artículos permanentes y dos transitorios.



En síntesis, los acuerdos son los siguientes:





ARTICULO lº.



En el seno de la Comisión, se acogió, por mayoría de votos, una indicación sustitutiva propuesta por los Diputados señores Gutenberg Martínez, Baldemar Carrasco, Julio Rojos y Víctor Reyes.



Por el artículo 1º se establece un sistema para que las personas naturales o jurídicas afectadas por determinadas disposiciones del Gobierno anterior tengan derecho a la restitución o indemnización de su patrimonio afectado.  Cabe destacar que sobre la restitución propuesta se produjo un extenso debate, que consta en la respectiva acta, donde el señor Ministro del ramo explicó el espíritu del articulado y su concepto de “bienes”, en respuesta a la proposición de los Diputados autores de la indicación para sustituir la palabra “bienes" por “patrimonio”.



En consecuencia, el artículo 1º quedó aprobado como se señala más adelante, según la indicación sustitutiva Nº 92, que se aprobó por cuatro votos a favor y dos en contra.





ARTICULO 2º.



La indicación sustitutiva de los incisos primero y segundo se aprobó por cuatro votos a favor y dos en contra.  Este artículo consta de tres incisos.



En este artículo, se establece que las solicitudes deben presentarse ante las respectivas Secretarías Regionales del Ministerio de Bienes Nacionales o ante el mismo Ministerio, en un plazo determinado, acompañando los elementos probatorios que sirven de fundamento al derecho que se invoca.







ARTICULO 3º.



Establece un término de caducidad para pedir reconocimiento del decreto de los partidos políticos, legalmente constituidos, ante el señor Director del Servicio Electoral y, en el caso de más de una solicitud de reconocimiento, dará traslado de ellas a los interesados para luego resolver.



Se aprobó, por unanimidad, el texto sustitutivo de este artículo 3º, que refunde todas las indicaciones formuladas a su respecto.





ARTICULO 4º.



Trata     sobre     solicitud    de reconocimiento de los partidos políticos y antecedentes para resolver, en caso de oposición, en los términos que señala.



Se aprobó por mayoría de votos.









ARTICULO 5º.





Versa sobre reclamación de terceros, plazo y resolución, se aprobó por mayoría de votos, con la indicación del propio Ejecutivo para reemplazar el inciso tercero.







ARTICULO 6º.



En el caso de oposición de terceros que alegaren mejor derecho, el procedimiento administrativo debe trasladarse a la justicia ordinaria.



Quedó aprobado por mayoría de votos el artículo del mensaje, con las indicaciones de los señores Diputados Alvarez-Salamanca y Rojos, que sustituyeron la expresión "conforme a derecho” por la de “procedimiento sumario”.





ARTICULO 7º.



Sobre la dictación de decreto supremo fundado, en solicitud de restitución de los bienes, para su entrega o indemnización.



Aprobado por mayoría de votos, quedando incluida en el artículo la indicación de los Diputados señores Gutenberg Martínez, Carrasco y Rojos, que suprimió la última parte del inciso primero del mensaje.





ARTICULO 8º.





Sobre pago de indemnización.



Se aprobó el artículo en su forma original, por mayoría de votos.



Se deja constancia de que, por acuerdo unánime de los señores Diputados presentes en la Comisión, la indicación N° 27, de los Diputados señores Víctor Reyes, Gutenberg Martínez, Julio Rojos y Baldemar Carrasco, fue enviada en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para los efectos de su admisibilidad o inadmisibilidad.







ARTICULO 9°.



Sobre determinación del valor de indemnización que será fijado por una comisión especial que presidirá un representante del Ministerio del Interior, el que será expresado en unidades de fomento.



En este artículo, por acuerdo de la Comisión, se consideraron la ideas principales expresadas por los Diputados presentes en su discusión,  fundamentalmente las de los Diputados señores Gutenberg Martínez, Ulloa, Rojos, Alvarez-Salamanca y Faulbaum.  El artículo sustitutivo, en sus incisos primero y segundo, se aprobó por la unanimidad de los señores Diputados.  El inciso tercero fue aprobado por mayoría de votos.







ARTICULO 10.



Fija plazo para reclamar contra el valor comercial fijado por la comisión como indemnización, que se pagará en tres cuotas anuales y sucesivas.



El artículo fue aprobado sin indicaciones, por mayoría de votos.



ARTICULO 11.



Autoriza al Consejo de Defensa del Estado para que acuerde transacciones en los procesos en actual tramitación.



Se aprobó el artículo del mensaje, por mayoría de votos, con la indicación N° 40, del Diputado señor Juan Martínez, para suprimir, en el inciso primero, las palabras “con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.





TITULO II.





La indicación Nº 96, de los Diputados señores Alvarez-salamanca y Ulloa, que se aprobó POR UNANIMIDAD, reemplazó el epígrafe por el siguiente:





"TITULO II.



“De la indemnización o restitución a las organizaciones sindicales."





ARTICULO 12.



Se refiere a las organizaciones sindicales legalmente constituidas que hubieren sido afectadas en su patrimonio y que tendrán derecho a indemnización.



Se aprueban la indicación N° 65 del Diputado señor Rojos por seis votos a favor y una abstención y la N° 98 de los Diputados señores Gutenberg Martínez y Carrasco por 4 votos a favor y 3 en contra, por la cual se reemplaza la frase “objeto de confiscación de bienes” por "afectados en su patrimonio”.





ARTICULO 13.





Sobre solicitudes de pago de indemnización, su lugar de presentación, antecedentes exigidos y plazo.



El artículo se aprobó con cinco votos a favor y 2 en contra, incluyendo en él la indicación N° 99, de los Diputados Martínez, don Gutenberg, Martínez, don Juan y Carrasco, que reemplazó "los bienes respecto de los cuales" por "el patrimonio respecto del cual".





ARTICULO 14.



El Ministerio de Bienes Nacionales requerirá el pronunciamiento de la Dirección del Trabajo, respecto de la calidad de la organización que solicita indemnización y ésta dictará una resolución que defina la sucesión de la organización sindical, con los antecedentes.



El artículo se aprobó con la indicación N° 86 del señor Rojos, sobre modificación de guarismos.  La Nº 88 del señor Ulloa, para iniciar el inciso 3º con la expresión "Unicamente para... “, ambas aprobadas por unanimidad, y la indicación Nº 101, de los Diputados señores Carrasco, Juan Martínez, Rojos y Ulloa, para agregar al final del artículo la oración siguiente:



"Se entenderán también como "organizaciones de base los sindicatos comunales”.







ARTICULO 15.



El Ministerio de Bienes calificará los elementos probatorios sobre el patrimonio que se reclama y los pondrá a disposición de la Comisión Especial del artículo 9°.



El artículo se aprobó por mayoría de votos, considerando las modificaciones formales que se le formularon e incluyendo la Nº 89, del señor Ulloa, para agregar, al final del inciso primero, la frase “o a otros Ministerios que puedan aportar informes", y la indicación N° 102, de los señores Martínez, don Juan y Carrasco para reemplazar la expresión “los bienes especificados” por “el patrimonio indicado" y "pertenecían” por "pertenecía" y la frase "fueron confiscados o traspasados por decretos” por la expresión “fue confiscado o traspasado por decreto", todas del inciso primero, y para eliminar en el inciso segundo “de los bienes”.





ARTICULO 16.



Una resolución del Ministerio de Bienes Nacionales se pronunciará si la entidad sindical reclamante tiene derecho a indemnización, conforme al artículo 12 de la ley.



El artículo base del mensaje se aprobó por mayoría de votos, que incluye la indicación N° 67 del Diputado señor Rojos y la Nº 103 de los Diputados señores Martínez, don Gutenberg; Martínez, don Juan, y Carrasco, al inciso primero en que reemplaza la frase "los bienes respecto a los cuales” por la expresión "el patrimonio respecto del cual” y eliminando los términos “a cada bien".







ARTICULO 17.



Dice relación con la publicidad que deben hacerse en el Diario Oficial en extracto, por la organización sindical interesada.



El artículo se aprobó con la indicación Nº 68 del Diputado señor Rojos, para agregar la frase "confeccionado por el Ministerio de Bienes Nacionales” que se incorporó también por unanimidad.



ARTICULO 18.



Fue aprobado, por mayoría de votos, el texto del mensaje, sin indicaciones.



ARTICULO 19.



En el artículo 19, que fue aprobado por mayoría de votos, se acogió el artículo del mensaje con la indicación del mismo Ejecutivo para suprimir el inciso tercero.







ARTICULOS 20, 21 Y 22.



Los artículos 20, 21 y 22, se suprimieron por cuatro votos a favor y tres abstenciones.







ARTICULO 23.



Este artículo pasó a ser el artículo 20 del proyecto que se aprobó por cinco votos a favor y 3 en contra, sin indicaciones.







ARTICULOS TRANSITORIOS.



Los artículos 11 y 2º transitorios se aprobaron en su texto original, por mayoría de votos.





En consecuencia, por las consideraciones expuestas y por las que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente os recomienda la aprobación del siguiente:



PROYECTO DE LEY.

Título I.



"Restitución de bienes confiscados por aplicación de los decretos leyes N° 77, 1973, y 1.697, de 1977; 12 y 133, de 1973, y 2.346, de 1978”.



Artículo 1°.- Las  personas naturales o jurídicas, o sus sucesoras, que hayan sido afectadas en su patrimonio por aplicación de los decretos leyes Nos. 77, de 1973, y 1.697, de 1977, o por acto facultativo de la autoridad, tendrán derecho a su restitución integral o al pago de una indemnización, salvo en lo que dice relación con el menoscabo o deterioro que hayan sufrido eventualmente los bienes que hubiesen sido confiscados.



Los mismos derechos tendrán los sucesores de las personas naturales, de los partidos políticos y de las organizaciones sindicales que perdieron su patrimonio por aplicación de los cuerpos legales antes citados y de los decretos leyes Nos. 12 y 133, de 1973, y 2.346, de 1978, como también por acto facultativo de la autoridad.  La restitución o indemnización, según corresponda, se hará efectiva en conformidad con las normas que siguen.



Artículo 2°.- Cuando el patrimonio o la parte de él cuya restitución se pretenda, hubiere ingresado al patrimonio fiscal, podrá solicitarse su devolución ante las Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales de la Región donde aquéllos estuvieron situados, si se tratare de bienes raíces, o directamente ante el Ministerio de Bienes Nacionales, indicándose, en la petición correspondiente, con precisión, el patrimonio que se reclama y acompañándose los instrumentos y demás elementos probatorios en los que el peticionario fundare su solicitud.



Las peticiones de restitución deberán efectuarse dentro del plazo de ciento veinte días, contado desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley, transcurrido el cual no se admitirán nuevas solicitudes ni podrán adicionarse las ya presentadas.



En el caso de los partidos políticos, conforme a lo que disponen los artículos siguientes, dicho plazo se contará desde la fecha en que se encuentre ejecutoriada la resolución del Director del Servicio Electoral o del Tribunal Calificador de Elecciones, según corresponda.



Las solicitudes deberán ser publicadas por los interesados dos veces, en extracto, en el Diario Oficial, en los días 1 y 15 de un mes o en los días hábiles inmediatamente siguientes, si aquéllos fueren feriados.  La primera de estas publicaciones podrá hacerse en cualquiera de las fechas señaladas



Artículo 3°.- Los partidos políticos legalmente constituidos que pretendan derechos sobre el patrimonio que perteneció a un determinado partido político disuelto de acuerdo con los decretos leyes citados en el artículo primero, deberán, únicamente para los efectos de esta ley, solicitar del Director del Servicio Electoral que se les reconozca como sucesores de ellos dentro del plazo de noventa días, a contar de la vigencia de esta ley, so pena de caducar su derecho.



Si, dentro del plazo indicado en el inciso anterior, se presentaran dos o más solicitudes de reconocimiento de sucesión respecto de un mismo partido político disuelto, el Director del Servicio Electoral dará traslado, por diez días, de la solicitud de reconocimiento a los interesados, debiendo resolverse la cuestión en conformidad con las reglas establecidas en el artículo siguiente.



Artículo 4°.- El Director del Servicio Electoral deberá pronunciarse sobre la solicitud de reconocimiento señalada en el artículo precedente dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación de aquélla, y su resolución deberá ser fundada.  En el caso de que hubiere más de una solicitud, el Director deberá resolver dentro del mismo plazo, contado éste desde el término del traslado a que se refiere el inciso final del artículo anterior.



La resolución del Director del Servicio Electoral deberá considerar exclusivamente el número de parlamentarios en ejercicio del partido político disuelto al 10 de septiembre de 1973, que se encuentren afiliados en el partido político requirente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.



Artículo 5°.- En contra de la resolución del Director del Servicio Electoral, podrá reclamar el partido político requirente, y el oponente, en su caso, ante el Tribunal Calificador de Elecciones.



La reclamación sólo se podrá presentar dentro del quinto día hábil de la notificación por carta certificada de la resolución que se impugna.  Esta notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente a la expedición de la referida carta.



El Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quince días, resolverá las reclamaciones en única instancia y sin ulterior recurso.



Artículo 6°.- Si, dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación del último aviso a que se refiere el artículo 2° de este Título, se presentaran terceros alegando mejor derecho sobre los bienes solicitados por los requirentes, el Ministerio de Bienes Nacionales se abstendrá de continuar la tramitación y el o los oponentes podrán, dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la presentación de la oposición, ocurrir a la justicia ordinaria, la que resolverá conforme al procedimiento sumario.



Artículo 7°.- Si se acogiere la solicitud de restitución de los bienes, deberá dictarse un decreto supremo fundado, expedido por el Ministerio de Bienes Nacionales y suscrito, también, por el Ministerio del Interior, el que dispondrá la entrega de éstos en el estado en que se encuentren, o bien, en el caso del artículo 8°, el valor que se pagará como indemnización, y la forma, plazo y demás condiciones a que se sujetará el pago.



Igual procedimiento se aplicará respecto de las situaciones contempladas en el artículo anterior, sirviendo la sentencia ejecutoriada de fundamento para la dictación del decreto correspondiente.



Respecto de los bienes raíces, con el solo mérito de copia autorizada del decreto supremo respectivo, el interesado, o cualquiera en su representación, podrá requerir del Conservador de Bienes Raíces competente la cancelación de la inscripción de dominio del Fisco y la inscripción del inmueble a su nombre.



Artículo 8º.- Si los bienes a que se refiere este Título hubieran sido enajenados por el Fisco o no fuera posible su devolución, por su destrucción u otra circunstancia que impida legal o materialmente la restitución, se pagará a la persona natural o jurídica una indemnización equivalente al valor de la especie fijada en los términos previstos en el artículo 9º.



Igual indemnización se pagará si el Fisco optare por mantener en su patrimonio alguno de los bienes raíces en cuestión, por encontrarse éstos adscritos al uso de un órgano de la Administración del Estado y fueran esenciales para los fines propios de la respectiva entidad, calificación que se efectuará en el mismo decreto señalado en el artículo 7°.



Artículo 9°.- El valor a que se refiere el artículo anterior será fijado por una comisión integrada por un representante del reclamante, tres miembros de la lista de peritos conformada de acuerdo con el artículo 4º del decreto ley Nº 2.186, de 1978, ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones, elegidos por los Ministerios de Hacienda, del Interior y de Bienes Nacionales, respectivamente, y por un representante del Ministerio del Interior, que la presidirá.



La comisión fijará el valor comercial de los bienes a la fecha de la confiscación y a la fecha de emisión del informe pericial, expresados ambos valores en unidades de fomento vigentes a la época de su evaluación comercial.



Los valores así determinados se le comunicarán a la parte interesada por el Ministerio de Bienes Nacionales, a través de carta certificada.  Esta notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente al despacho de la carta.





Artículo 10.- El interesado tendrá un plazo de treinta días hábiles, a contar de la notificación, para reclamar contra el valor comercial fijado por la comisión a que se refiere el artículo anterior, aplicándose en la especie las normas contenidas en los artículos 14 y 39 del decreto ley N° 2.186, de 1978, en lo que fuere procedente.



El monto de la indemnización deberá expresarse en unidades de fomento, se pagará en tres cuotas anuales sucesivas y se dispondrá por decreto supremo del Ministerio de Bienes Nacionales, suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda.  Anualmente, en las leyes de Presupuestos de la Nación deberán contemplarse los fondos necesarios para el pago de las indemnizaciones a que se refiere este Título, hasta la solución total de éstas.



Artículo 11.- Se autoriza al Consejo de Defensa del Estado para que acuerde transacciones en los procesos que se encuentren en tramitación a la fecha de publicación de esta ley, en los que haya incidido la aplicación de los decretos leyes Nos.	77, de 1973, y 1.697, de 1977, y en los cuales el Fisco actúe como demandante o demandado.

En las transacciones que acuerde el Consejo de Defensa del Estado, se podrá proceder a la restitución del o de los bienes objeto del proceso, o al pago de una indemización, la que, en todo caso, será incompatible con la contemplada en el artículo 8º de este Título.





Título II.



"De la indemnización o restitución a las organizaciones sindicales”.



Artículo 12.- Las organizaciones sindicales legalmente constituidas o sus antecesoras que hubieran sido afectadas en su patrimonio por decretos de los Ministerios del Interior o del Trabajo, o declaradas disueltas, y traspasados sus bienes por medio de decretos, tendrán derecho a solicitar el pago de una indemnización de acuerdo con lo dispuesto en los artículos siguientes.



Artículo 13.- Las solicitudes de pago de indemnización podrán presentarse indistintamente en las Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales donde tuvieren su domicilio las organizaciones sindicales solicitantes o directamente ante el Ministerio de Bienes Nacionales, y en ellas deberán identificarse, con precisión, la entidad sindical reclamante; aquélla que se señala como antecesora de la reclamante, si procediera; el patrimonio respecto del cual se pretende indemnización y el valor que se le atribuye, debiendo acompañarse los instrumentos y demás elementos probatorios en los que el peticionario base su derecho.  Sin perjuicio de ello, se podrá solicitar de los interesados cualquier otro antecedente que se considere idóneo para resolver su petición.



Las solicitudes deberán presentarse dentro del plazo de seis meses, contado de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.  Las organizaciones que a dicha fecha no se encontraron legalmente constituidas dispondrán del plazo de un año, a contar de la misma fecha.  Transcurrido dicho lapso, no se admitirán nuevas solicitudes ni podrán adicionarse las ya presentadas.



Artículo 14.- Presentada la solicitud a que se refiere el artículo 13, si procediera, el Ministerio de Bienes Nacionales requerirá el pronunciamiento de la Dirección del Trabajo respecto a si la organización sindical reclamante es la sucesora de aquélla señalada en la solicitud.



La Dirección del Trabajo dictará una resolución, conforme a los antecedentes remitidos por el Ministerio referido y a los que consten en sus archivos.



Unicamente para estos efectos, se considerará sucesora de la organización sindical a que se refiere el artículo 12 a aquélla que, de acuerdo a sus estatutos y a la individualización de sus afiliados, en comparación con los mismos antecedentes de la antecesora, pueda estimarse plausiblemente que lo es. En caso de que hubiere dos o más organizaciones sindicales que reclamaren ser sucesoras de una misma entidad sindical, se estimará tal a aquélla que acredite contar, dentro de su organización, con el mayor número de sindicatos, federaciones o confederaciones que hubieran estado afiliadas a la organización antecesora.  Si se tratare de organizaciones de base, tal carácter deberá acreditarse probando que en su organización se encuentran afiliados el mayor número, dentro de la respectiva categoría, de trabajadores de la empresa a que pertenecen. Se entenderán también como "organizaciones de base” los sindicatos comunales.





Artículo 15.-        Evacuada la resolución	referida en el artículo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a calificar los elementos probatorios aportados respecto a si el patrimonio indicado en la solicitud pertenecía o no a la entidad	sindical que se señala en la misma, a la época en que fue confiscado o traspasado por decreto.  Para estos efectos, podrá requerir informe al Ministerio del Trabajo y Previsión Social o a otros Ministerios que puedan aportar informes.

Al mismo tiempo, pondrá los antecedentes necesarios a disposición de la comisión a que se refiere el artículo 9° , a fin de que ésta determine el valor cuya indemnización se pretende, en la forma, plazo y condiciones establecidos en dicho artículo.  Dicha comisión informará de su resolución al Ministerio de Bienes Nacionales.





Artículo 16.- Realizados los trámites referidos en las disposiciones anteriores, el Ministerio de Bienes Nacionales dictará una resolución en que se pronunciará sobre la solicitud. En ella, se señalará si la entidad sindical reclamante tiene derecho a indemnización en virtud de lo dispuesto en el artículo 12, si el patrimonio respecto del cual se solicitó indemnización era de propiedad de la entidad que se señala y el valor asignado por la comisión a que se refiere el artículo 9°.



Esta resolución se notificará a la interesada por carta certificada, la cual se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente a la expedición de la referida carta.



Artículo 17. - La resolución a que se refiere el artículo 16 deberá ser publicada por la organización sindical interesada dos veces, en extracto, en el Diario Oficial, confeccionado por el Ministerio de Bienes Nacionales, en los días 1 y 15 de un mes o en los días hábiles inmediatamente siguientes, si aquéllos fueren feriados.  La primera de estas publicaciones podrá efectuarse en cualquiera de las fechas señaladas.



Artículo 18.- El interesado, o cualquiera que tenga interés en ello, podrá reclamar contra la resolución a que se refiere el artículo 16 ante el juzgado de letras competente, dentro del plazo de quince días hábiles, a contar de la fecha de publicación del último aviso indicado en el artículo anterior.



En este juicio, serán parte: el reclamante y el  Ministerio de Bienes Nacionales, representado por el Consejo de Defensa del Estado. En el caso de que el reclamante no fuere el interesado, éste podrá actuar como tercero coadyuvante, según las normas de procedimiento.



En estos juicios, el Consejo de Defensa del Estado tendrá facultades para transigir.



Notificada la demanda al Ministerio de Bienes Nacionales, éste se abstendrá de seguir la tramitación de la solicitud.



El juicio se sustanciará conforme al procedimiento sumario y se resolverá en única instancia.





Artículo 19.- Si no se produjera la situación prevista en el artículo 18, habiendo transcurrido el plazo, y se hubiere acogido, en todo o en parte, la solicitud referida en el artículo 12, deberá dictarse un decreto supremo fundado, expedido por el Ministerio de Bienes Nacionales, y suscrito, además, por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, el que dispondrá la orden de pago respectiva.



En caso contrario, dicho decreto supremo se dictará una vez que la sentencia se encuentre ejecutoriada, sirviendo ésta de fundamento del mismo.



Artículo 20.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, si el patrimonio por el cual se reclama indemnización estuviera en el dominio del Estado y fuere posible su restitución, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá dar lugar a ella y no a la indemnización pedida, aunque se hubiera solicitado sólo ésta.







ARTICULOS TRANSITORIOS.





Artículo 1º transitorio.- La asociación que al momento de la vigencia de esta ley no se hubiere constituido legalmente como partido político tendrá un plazo de seis meses, a contar de la fecha de su inscripción conforme al artículo 4° de la ley Nº 18.603, para ejercer los derechos otorgados por el Título I de esta ley.



En todo caso, expirarán los derechos para acogerse a los beneficios de esta ley con respecto a las asociaciones de que trata este artículo si no hubieren obtenido su reconocimiento en el término de un año, contado de la fecha de publicación de esta ley.





Artículo 2º transitorio.- El gasto fiscal que represente en el año 1991 la aplicación de esta ley se financiará con recursos del ítem 50-01-03-25-33.004 de la partida presupuestaria Tesoro Público.







Se designó Diputado Informante al señor Martínez ocamica, don Gutenberg.





SALA DE LA COMISION, a 24 de julio de 1991.





Acordado en sesiones de fechas 18 de junio; 2, 10, 23 y 24 de julio de 1991, con asistencia de los Diputados señores REYES (Presidente), Alvarez-Salamanca, Carrasco, Faulbaum, Galilea, Horvath, Jeame, Barrueto, Kuzmicic; Martínez, don Gutenberg; Martínez, don Juan; Pérez, Rojos y Ulloa.

















EDUARDO SEPULVEDA MUÑOZ,

Secretario de la Comisión.






